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No va a entrar este Tribunal en el problema de la
aplicación del Derecho transitorio provocado por las
modificaciones normativas. En general es competencia
de la jurisdicción (art. 117.3 C.E.) y así lo ha venido
dici,endo el Tribunal Constitucional. tanto en términos
generales. como en los casos o supuestos semejantes
al aquí planteado. y de ello son muestras las SSTC
374/1993. 144/1993. Y 162/1994. las cuales. aunque
se refieran a la modificación de la cuantía para recurrir.
constituyen claro precedente para el presente caso. que
deberá ser decidido de acuerdo con la doctrina de esas
Sentencias porque es una y la misma la ratio decidendi.
es decir. la de la competencia de la jurisdicción ordinaria.

En efecto. como se dice en la STC 162/1994. antes
citada, al margen de la validez o no de la interpretación
que hace la Sala Primera del Tribunal Supremo. lo cierto
es que la cuestión planteada constituye materia de lega­
lidad ordinaria. ajena. pues. al recurso de amparo que.
cama se ha dicho reiteradamente. no es una tercera
instancia. En estos casos, este Tribunal ha de limitarse
a verificar que la resolución de inadmisión de casación
sea fundada y no arbitra,ria. y desde esta óptica cons­
titucional es claro que la resolución recurrida se funda
en la aplicación razonada de una causa legal existente.
debidamente apreciada por el órgano judicial (SSTC
93/1993. 161/1992. 63/1992. 55/1992. 50/1990.
214/1988y 10/1987).

También se dijo en dichas Sentencias que no existe
precepto constitucional que fundamente el derecho de
los justiciables a la inmodificabilidad del sistema de orde­
nación de los recursos legalmente establecidos -ATC
279/1985-. y que. siempre que se respete el derecho
de las partes a «un proceso con todas las garantías».
es constitucionalmente lícita la modificación legislativa
de los recursos existentes en un momento dado y la
extensión de las reformas a situaciones jurídicas pre­
cedentes mediante fórmulas de Derecho transitorio, y
que la interpretación de la norma aplicable en supuestos
de Derecho transitorio es una cuestión que. en virtud
de lo dispuesto en el arto 117.3 C.E. pertenece a la COm­
petencia exclusiva de los Tribunales ordinarios. a quienes
corresponde determinar la norma aplicable.

Consecuentemente. este recurso deberá ser deses­
timado. tanto por lo expuesto y citado. cama por los
razonamientos que se contienen en las Sentencias de
este Tribunal Constitucional aludidas. a las que se hace
la obligada remisión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «BoIetfn Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintitrés de junio de mil nove­
cientos noventa y cua.tro.-Miguel -Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gime­
no Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y rubricado.

17500 Pleno. Sentencia 19411994, de 28 de junio
de 1994. Conflictos positivos de competen­
cia 1.12311986. 1.12411986 Y 1.31911987
(acumulados). Promovidos por el Gobierno
Vasco en relación con el Real Decreto
1.31911987, de 13 de junio. sobre normas
para la celebración de elecciones a los. órga­
nos de representación de los trabajadores de
la empresa. el Real Decreto 1.25611986; de
13 de junio. por el que se crea la Comisión
Nacional de Elecciones Sindicales y la Reso­
lución de la Dirección General de Trabajo. del
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de
5 de junio de 1987. respectivamente. .

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presidente;
don Luis López Guerra. don Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don Euge­
nio Díaz Eimil. don Vicente Gimeno Sendra. don José
Gabaldón López. don Rafael de Mendizábal Allende. don
Julio Diego González Campos. don Pedro Cruz VillaIón
y don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados, ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En los conflictos positivos de competencia acumu­
lados. núms. 1.123/86, 1.124/86 y 1.319/87. promo­
vidos por el Gobierno Vasco, en relación con el Real
Decreto 1.311/1986. de 13 de junio, sobre normas para
la celebración de elecciones a los órganos dé represen­
tación de los trabajadores en la empresa. el Real Decreto
1.256/1986, de 13 de junio. por el que se crea la Comi­
sión Nacional de Elecciones Sindicales y la Resolución
de la Dirección General de Trabajo. del Ministerio de
Trabajo y Seguridad Social de 5 de junio de 1987, res­
pectivamente. Ha comparecido el Gobierno del Estado
y ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno
Sendra. quien expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal con fecha
27 de octubre de 1986, don José Antonio Alberdi Laríz­
goitia, en representación del Gobierno Vasco. planteó
conflicto positivo de competencia contra el Real Decreto
1.311/1986. de 13 de junio, por el que se establecen
normas para la celebración de elecciones a los órganos
de representación de los trabajadores en la empresa,
al entender que la referida norma invadfa el ámbito com­
petencial de la Comunidad Autónoma promotora del
conflicto.

2. Por Acuerdo del Gobierno Vasco de fecha 29
de julio de 1986, se decidió dirigir el preceptivo reque­
rimiento al Gobierno del Estado. a los efectos previstos
en el arto 63 LOTC. Dicho requerimiento. formulado
mediante escrito de fecha 1 de septiembre del mismc
año. fue rechazado por el Gobierno del Estado mediante
escrito de fecha 2 de octubre de 1986. por considerarlo
infundado, añadiendo que .do que se dispone en con­
creto en su arto 13.7 sobre información del nÚmero de
empresas y trabajadores que participan en el proceso
electoral. no impide que dicha información pueda ser
facilitada, también, dentro de- su ámbito. por las Comu­
nidades Autónomas con competencia en la materia».
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3. Los argumentos en que funda la Comunidad pro­
motora del conflicto su reclamación competencial son
los siguientes:

a) en virtud del arto 12.2 del Estatuto de Autonomía
del País Vasco (en adelante. EA.P.v.). corresponde a la
Comunidad ,da ejecución de la legislación del Estado
en las siguientes materias: legislación laboral. asumiendo
las facultades y competencias que en este terreno osten­
ta actualmente el Estado respecto a las relaciones labo­
rales: también la facultad de organizar. dirigir y tutelar.
con la alta inspección del Estado. los servicios de éste
para la ejecución de la legislación laborah.. En el arto
20.4 del E.A.P.v. se establece. asimismo. que «las fun­
ciones de ejecución que este Estatuto atribuye a la Comu­
nidad Autónoma del País Vasco en aquellas materias
que no sean de su competencia exclusiva comprenden
la potestad de administración. así como. en su caso.
la de dictar reglamentos internos de organización de
los servicios correspondientes». .

Frente a estas normas estatutarias. el arto 149.1.7
C.E. reserva al Estado la competencia exclusiva en mate­
ria de legislación laboral. sobre cuyo alcance se ha pro­
nunciado ya extensamente este Tribunal (en especial.
STC 18/1982). Sintetiza la doctrina subrayando. de una
parte. que la expresión «legislación» comprende «toda
actividad normativa que termina en su expresión de
menor grado en el reglamento ejecutivo», aunque la com­
petencia de ejecución puede comprender también acti­
vidades puramente normativas de autoorganización.

Por su parte. la expresión «Iaborah. (STC 35/1982).
equivale a «referido sólo al trabajo por cuenta ajena.
entendiendo. por consiguiente. como legislación laboral
aquélla que regule directamente la relación laboral. es
decir.... la relación que media entre los trabajadores
que presten servicios retribuidos por cuenta ajena y los
empresarios. en favor de los que y bajo la dirección de
quienes se prestan estos servicios».

b) Delimitado de este modo el marco competencial
de la Comunidad promotora del conflicto. ésta inicia su
argumentación con un análisis de los rasgos generales
del procedimiento electoral. diseñado en el Título 11 de
la Ley 8/1980. del Estatuto de los Trabajadores. en su
redacción original. un procedimiento en que desempe­
ñan funciones dominantes los actores sociales, corres­
pondiendo a la jurisdicción laboral el control de legalidad.
La Administración. sin embargo. asume competencias
de control. mediante el depósito de las actas finales del
escrutinio. a efectos de la medición de representatividad
de los sindicatos. Dichas funciones. en un principio, fue­
ron atribuidas al Instituto de Mediación. Arbitraje y Con­
ciliación. cuyas competencia.s fueron traspasadas a la
Comunidad Autónoma del País Vasco por Real Decreto
2.362/1980, de 4 de noviembre.

Con las modificaciones legislativas posteriores (en
especial. Ley 32/1984. de reforma parcial del Estatuto
de los Trabajadores, y Ley Orgánica de Libertad Sindical.
de 2 de agosto de 1985). y el incremento de la tras­
cendencia de la institución de la mayor representatividad
sindical. se crea la Comisión Nacional de Elecciones Sin­
dicales. por Real Decreto 1.256/1986. de 13 de junio.
y por Real Decreto 1.311/1986. de 11 de junio; que
motiva el presente recurso, se desarrolló reglamenta­
riamente el procedimiento electoral.

Por su contenido. el referido Real Decreto
1.311/1986 pertenece. sin lugar a dudas, al ámbito labo­
ral. encuadrable en el apartado 7 del arto 149.1 C.E,
puesto que desarrolla el Título 11 del E.T. y la L.O.L.S.•
en aquellos aspectos que guardan relación con la mayor
representatiilidad sindical.

c) En el Capítulo Segundo del referido Real Decreto
1.311/1986. se regula un procedimiento encaminado

a determinar la capacidad representativa de los sindi­
catos. que atribuye a la Administración del Estado las
siguientes funciones:

Determinación de las actas que pueden ser tomadas
en consideración a efectos del cómputo de la represen­
tatividad sindical. Dicha función se atribuye a los «ór­
ganos de participación institucionah> que han de crearse
en el Estado y en las Comunidades Autónomas (Real
Decreto 1.256/1986).

Atribución de resultados, adicionando los que figuren
en cada acta computable a la «cuenta particular global
de cada sindicato». en los términos previstos en el arto
13 del Real Decreto 1.311/1986. Dicha competencia,
que, a juicio de la Comunidad. no es meramente arit­
mética, sino que tiene significación jurídica, por cuanto
implica el control de resultados globales en todos los
ál1lbitos territoriales y funcionales. se atribuye al Minis­
terio de Trabajo y Seguridad Social (a través de la Direc­
ción General de Trabajo) y a propuesta de la Comisión
Nacional de Elecciones Sindicales.

Proclamación de resultados globales que se atribuye
implícitamente al Ministerio de Trabajo por el arto 13.7.
in fine. del Real Decreto 1.311/1986, que tiene su cober­
tura legal en el arto 75.7 E.T., in fine (que la atribuía
aIIMAC).

Expedición de certificaciones relativas a los ámbitos
que se soliciten. Dicha función se atribuía al IMAC por
el arto 75.7 ET.. y nada dice al respecto el Real Decreto
1.311/1986, pero puede deducirse la atribucióncom­
petencial al Ministerio de Trabajo de lo dispuesto en
el arto 13.6 del referido Real Decreto, en cuanto es en
dicha instancia administrativa donde se ha de concentrar
la documentación que permitiría eXPlldir los referidos
certificados.

Por último. también el reglamento establece forzo­
samente los modelos de. actas que hayan de utilizarse
por las Comunidades Autónomas.

d) En relación con las Comunidades Autónomas. el
Real Decreto 1.311/1986 les atribuyó las siguientes
competencias:

Recepción de las actas (Disposición adicional primera
del Real Decreto 1.311/1986).

Enjuiciamiento de la apariencia de validez de las actas
a través de órganos de participación institucional cuya
estructura y competencias vienen fijadas por el Real
Decreto 1.256/1986, y cuya función viene reglada en
los arts. 11 y 12 del Real Decreto 1.311/1986.

Remisión de las actas que le hayan sido presentadas.

En cualquier caso, quedan privadas las Comunidades
de proclamar o atribuir resultados. así como de la posi­
bilidad de certificarlos. facultades todas que, por todo
lo antes expuesto, quedan atribuidas al Estado.

Puntualiza asimismo la Comunidad que. aunque la
cobertura legal del Real Decreto 1.311/1986 pudiera
ser el arto 75 E.T., el planteamiento del conflicto no que­
daría impedido por no haberse impugnado dicho pre­
cepto (en la redacción dada por Ley 32/1984). puesto
que. éldemás de la doctrina constitucional al respecto
(STC 26/1982) la propia norma legal era respetuosa
con el ámbito competencial de la Comunidad Autónoma,
al referirse al IMAC. cuyas funciones se habían traspa­
saC;o a la Comunidad proponente. De esta suerte. el Real
Decreto 1.311/1986 ha supuesto una lectura restrictiva
V desconocedora del reparto constitucional de compe­
tencias. de lo dispuesto enel arto 75 ET. ya mencionado.

e) Esta conclusión no viene desmentida por lo dis­
puesto en la Disposición adicional octava de la Ley
32/1984. en cuanto establllce que «a los efectos pre­
vistos en el art. 75.7... las Comunidades Autónomas a
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las que haya sido transferida la ejecución de funciones
en materia de actas relativas a las elecciones de órganos
representativos de los trabajadores deberán remitir a la
Secretaría General del IMAC copia auténtica de cada
acta depositada en el término de diez días siguientes
a la fecha del depósito». Este precepto -entiende la
Comunidad Autónoma- debe ser interpretado como
referido al ámbito territorial del Estado, o al de las Comu­
nidades Autónomas que no cuenten con competencias
de ejecución en materia laboral. Pese a ello, cuestiona
la Comunidad, incluso, la legitimidad de la obligación
de remitir copias auténticas de las actas, pues ello supon­
dría remitir a la Administración del Estado una función
que ya ha desarrollado la Comunidad (que puede ver
añadido un control de legalidad_a su propia actividad).
y esta situación, ya contraria al orden constitucional de
competencias, se habría visto agravada con la lectura
dada al art. 75.7 E.T. por el Real Decreto 1.311/1986
cuestionado.

f) Parecidas conclusiones cabe obtener si se con­
frontan las normas del Real Decreto 1.311/1986 con
las de la Disposición Adicional primera, 2 de la Ley Orgá­
nica de Libertad Sindical. que autoriza al Gobierno a
dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y
aplicación de lo dispuesto en los arts. 6.2 y 7.1 L.O.L.S.
en materia de representatividad sindical.

Considera, en suma, la Comunidad Autónoma pro­
motora del conflicto que, a efectos de integrar los resul­
tados a nivel estatal. bastaría con la remisión de los
globalmente obtenidos en el ámbito de la Comunidad
Autónoma por los sindicatos interesados, sin que se haga
precisa la' remisión puntual y concreta de las actas y
la disgregación (o la duplicación) de competencias.

g) Por todo lo anterior, reivindica la Comunidad pro­
motora las competencias reconocidas a la Administra­
ción del Estado, cuando hayan de desarrollarse en rela­
ción con procesos electorales que no excedan de su
ámbito territorial en los siguientes artículos del Real
Decreto 1.311/1986: .

1) Art. 13.6, en cuanto atribuye al Ministerio de Tra­
bajo y Seguridad Social, a propuesta de la Comisión
Nacional de Elecciones Sindicales, la atribución de resul­
tados electorales obtenidos por las .diversas organiza­
ciones sindicales.

2) Art. 13.7, en cuanto atribuye competencias al
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para dar infor­
mación sobre el número de empresas y trabajadores
que partiCipen en el proceso electoral.

3) Art. 13.7, en cuanto atribuye al Ministerio de Tra­
bajo y Seguridad Social competencia para publicar avan­
ces de resultados entre el final del período de cómputo
y la proclamación de resultados globales. .

4) Art. 13.7, en cuanto implícitamente atribuye a
la Administración del Estado la proclamación de resul­
tados globales o sectoriales, puesto que no se trata de
un acto normativo; es un acto administrativo con des­
tinatarios indeterminados. de ahí,que deba considerarse
integrante de la actividad de ejecución.

5) Disposición adicional primera del Real Decreto
1.311/1986, en cuanto impone, entre otras, a la Comu­
nidad promotora del conflicto, la obligación de remitir
las actas electorales a la Administración del Estado.

6) Disposición adicional Segunda, al establecer la
obligatoriedad de los modelos de actas que figuran como
anexos al Real Decreto 1.311/1986. lo que (al carecer
de una base legal habilitante) eS una extralimitación
reglamentaria con el resultado, ya denunciado, de inva­
sión de las competencias de la Comunidad.

En general, y para concluir su reivindicación com­
petencial, la Comunidad Autónoma promotora del con­
flicto desecha que pueda aplicarse al caso la doctrina

de este Tribunal referida a la reserva de facultades de
ejecución de su propia legislación por parte del Estado
cuando afecte a intereses supracomunitarios.

Entiende la Comunidad que tal posibilidad sólo sería
admisible cuando dichos intereses se proyecten sobre
realidades, no susceptibles de división o de fracciona­
miento (SSTC 1/1982,48/1982,85/1982 ó 44/1984.
y no es éste el caso, en que el cómputo de resultados
se proyecta sobre procesos electorales individualizados
y agregados con lo que la defensa de intereses supra­
comunitarios puede quedar servida con la actividad auto­
nómica, desarrollada en el marco de la legislación uni­
taria elaborada por el Estado.

h) Por todo lo anterior, solicita de este Tribunal que
dicte Sentencia en que se declare que los núms. 6 y
7 del arto 13, y las Disposiciones adicionales primera
y segunda del Real Decreto 1.311/1986 no respetan
el orden competencial establecido en la Constitución y .
en el EA.PY, declarándose la titularidad de la compe­
tencia controvertida por parte de la Comunidad.

4. Por providencia de 5 de noviembre de 1986, la
Sección 'acordó admitir a trámite el conflicto, dándose
traslado al Gobierno de la Nación para que en plázo
de veinte días efectuase las alegaciones que considerase
convenientes, y notificándose la interposición del mismo
a la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo, por si ante ella estuviera impugnado o se
ímpugnase el Real Decreto 1.311/1986, a fin de que
se paralice, en su caso, el curso del procedimiento hasta
la decisión del conflicto (art. 61.2 LOTC).

5. Con fecha,-27 de octubre de 1986, la represen­
tación del Gobierno Vasco presentó escrito promoviendo
conflicto de competencias en relación con el Real Decre­
to 1.256/1986, de 13 de junio, por el que se crea la
Comisión Nacional de Elecciones Sindicales. El proceso
así iniciado se registró con el nÚm. 1.124/86. En síntesis,
reproducía los argumentos ya descritos con referencia
al conflicto núm. 1.123/86, sobre extensión de la com­
petencia de la Comunidad Autónoma en materia laboral
(arts. 149.1.7 C.E y 12.2 EA.P.V.), y, en virtud de este
marco legislativo, reivindicaba la siguiente competencia
(en cuanto hubieran de ser ejercitadas respecto de pro­
cesos electorales desarrollados en el ámbito de la Comu­
nidad Autónoma), atribuida en el Real Decreto
1.256/1986 mencionado a la Administración del Es­
tado:

Art. 2 b), en cuanto atribuye a la C.N.E.S. la com­
petencia para proclamar con carácter general los resul­
tados electorales, sin .precisar los ámbitos en que dicha
proclamación ha de surtir efectos, ignorando de ese
modo el orden constitucional de reparto de competen-
cias en materia laboral. .

Por ello se solicita de este Tribunal que dicte Sen­
tencia en la que se declare que corresponde a la Comu­
nidad promotora del conflicto la competencia contro­
vertida.

•
6. El conflicto fue admitido a trámite por providencia

de la Sección Segunda de fecha 5 de noviembre de
1986. Mediante escrito registrado con fecha 5 de diciem­
bre de 1986, el Abogado del Estado, en representación
del Gobierno de la Nación, solicitó la acumulación del
mismo al registrado con el núm. 1.123/86. dada la
conexión objetiva existente entre ambos, acumulación
que fue resuelta afirmativamente por Auto de fecha 22
de enero de 1987.

7. Mediante escrito registrado con fecha 16 de octu­
bre de 1987, la representación de la Comunidad Autó­
noma del País Vasco interpuso conflicto positivo de cam-
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petencias contra la Resolución dictada por la Dirección
General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social. de 5 de junio de 1987, de «atribución de resul­
tados electoralE¡s correspondientes a las elecciones a
los órganos de representación de los trabajadores en
la empresa, celebradas en el perlado comprendido entre
el 1 de octubre al 31 de diciembre de 1986», por enten­
der que vulneraba el orden constitucional de compe­
tencias. Dicho conflicto fue registrado con el núm.
1.319/87. Los fundamentos del escrito de interposición
reproducían los ya enunciados en los conflictos núms.
1.123/86 Y 1.124/86, en relación con la titularidad de
la competencia concreta de proclamación general de
los resultados electorales, subrayando su carácter de
meros actos de ejecución de la legislación laboral, y la
instauración de una actividad administrativa de control
sobre lo ya efectuado por la Comunidad Autónoma, exce­
diéndose en modo evidente las funciones de «alta ins­
pección» que. incluso en este ámbito, pudieran COrres­
ponder al Estado (STC 32/1983). Parecidamente cabría
concluir si se considerase que se trataba de una nueva
función de control genérico de lo actuado por las Comu­
nidades Autónomas, pues dicho control sólo podría arti­
cularse a través de los mecanismos legal o constitu­
cionalmente establecidos (el recurso contencioso-admi­
nistrativo o, en su caso, el conflicto positivo de com­
petencia), pero en modo alguno asumiendo directamente
la Administración estatal el control de lo actuado por
la Administración autonómica.

Por ello se solicita de este Tribunal que dicte Sen­
tencia declarando que la resolución recurrida invade

.competencias de la Comunidad Autónoma del País
Vasco.

En el primer «otrosí» de la demanda. se solicita que
se remita oficio a la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo de la Audiencia Territorial de Bilbao, a fin de que
se suspendiese la tramitación del procedimiento seguido
ante ella para la impugnación de la proclamación de
resultados efectuada por resolución del Consejero de
Trabajo, Sanidad y Seguridad Social de 11 de marzo
de 1987. En segundo «otrosí» se solicitó la acumulación
del presente conflicto a los registrados con los núms.
1.123/86 y 1.124/86.

8. Por providencia de 26 de octubre de 1987 se
admitió a trámite el cOnflicto. Tras la oportuna trami­
tación, el Pleno de este Tribunal. por Auto de fecha 11
de noviembre de 1987. resolvió desestimar el primer
«otrosí.) de la demanda. acordando la acumulación del
conflicto a los registrados con los núms. 1.123/86 y
1.124/86.

9. El Abogado del Estado. por escrito registrado el
4 de marzo de 1987, efectuó las alegaciones en los
conflictos promovidos contra determinados preceptos de
los Reales Decretos 1.311/1986 y 1.256/1986, res­
pectivamente, registrados con los núms. 1.123/86 Y
1.124/86.

En su escrito, subraya la representación del Gobierno
del Estado que, pese a la diversidad de normas que cons­
tituyen el objeto de los conflictos, ambos se dirigen, en
sustancia, a reivindicar una única competencia: la pro­
clamación general de resultados de las elecciones a
representantes de los trabajadores en relación con pro­
cesos electorales desarrollados en el ámbito territorial
de la Comunidad Autónoma. proclamación cuya rele­
vancia jurídica vendría dada por el art. 7 de la vigente
L.O.L.S.. 11/1985 (objeto de recurso de inconstitucio­
nalidad resuelto por la STC 98/1985).

Junto a este planteamiento fundamental, se -adjun­
taba otro conflicto de menor importancia (en el regis­
trado con el núm. 1.123/86): la legitimidad de la norma

reglamentaria en cuanto impone la obligación de remitir
copias auténticas de las actas a la Administración estatal.

Así descrito el núcleo de los conflictos, sostiene el
Abogado del Estado que la Administración estatal posee
competencia para proclamar los resultados electorales
en todos los ámbitos, lo que apoyaría tanto en el principio
de territorialidad como en el art. 149, apartados 1.1
y 1.7, de la Constitución. No siendo, en cambio, objeto
del conflicto y no discutiéndose que las 'Comunidades
Autónomas puedan también proclamar resultados y el
valor que tendría, en su caso, esta proclamación.

Sostiene la representación del Gobierno del Estado
que la competencia en cuestión viene reconocida por
los referidos reglamentos al amparo de lo establecido.
en el arto 75.7 E.T.. en la redacción dada por la Ley
32/1984. Contra lo que afirma la Comunidad promotora
del conflicto, la referencia hecha al IMAC en el referido
precepto legal no puede ser considerada como equi­
valente a un implícito reconocimiento de la competencia
comunitaria puesto que la transferencia de funciones
dellMAC a la Comunidad Autónoma del País Vasco sólo
alcanzó al «depósito de actas y expedición de certificados
de tal depósito» (Real Decreto 2.362/1980, arto 2, apar-
tado A del Anexo). .

Afirmada la cobertura legal del precepto reglamen­
tario, también existe una clara conformidad de ambas
normas con el diseño competencial que se deduce del
arto 149.1. apartados 1 y 7, de la C.E.. en cuanto la
actividad en cuestión afecta directamente a los derechos
fundamentales de los ciudadanos y por la importante
dimensión que en todos los casos adquiere esta pro­
c1a'mación, que excede del nuevo ámbito territorial comu­
nitario (art. 7 L.O.L.S., 11/1985).

Como se deduce de la jurisprudencia de este Tribunal
(STC 25/1981), la competencia reconocida al Estado
por el art. 149.1.1 C.E. implica el mantenimiento de cierta
hómogeneidad social entre la población nacional res­
pecto del ejercicio de los derechos fundamentales, con
independencia de la Comunidad de residencia, incum­
biéndole por tanto la regulación de las condiciones bási­
cas de ejercicio de aquéllos. Habida cuenta de ello, cabe
reconducir a este precepto constitucional una compe­
tencia del Estado que posee trascendencia específica
en relación con el ejercicio del derecho de libertad sin­
dical (arts. 6 y 7 L.O.L.S.).

La competencia estatal. además, ha de ser efectiva.
Y, aunque no impide la proclamación de resultados en
los procesos desarrollados en el ámbito territorial propio
por parte de las Comunidades Autónomas, tampoco pue­
de quedar vacía de contenido, limitándose la Adminis­
tración del Estado a efectuar una mera suma de resul­
tados parciales ofrecidos por las Administraciones auto­
nómicas.

Cierto es que con esta concepción podría conside­
rarse vaciada de contenido la competencia autonómica,
pero ello no sería sino el resultado del ejercicio por el
Estado de una función legítima, desde la perspectiva
constitucional. y así se deduciría de la jurisprudencia
de este Tribun¡¡1 (STC 98/1985. fundamento jurídico 13).

Aún menores dificultades plantea el otro objeto del
conflicto. constituido por la imposición, en la norma
reglamentaria, de la obligación de remitir copias autén­
ticas de las actas por parte de las Comunidades Autó­
nomas a la Administración estatal (Disposiciones adi­
cionales Primera y Segunda del Real Decreto
1.311/1986). La norma reglamentaria. cuya cobertura
legal es la Disposición adicional octava de la Ley
32/1984, se incardina en las relaciones de cooperación
y auxilio recíproco implícitas en la propia organización
territorial del Estado (STC 18/1982, fundamento jurídico
14), en los poderes del Estado de vigilancia y control
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sobre la ejecución autonómica (art. 2 L.O.A.PA.) y en
las competencias de alta inspección reservadas al Estado
en el propio estatuto de autonomía (SSTC 6/1982. fun­
damento jurídico 3. 8 Y 7; 32/1983. fundamento jurídico
2; 42/1983. fundamento jurídico 3. 8 Y 76/1983, fun-
damento jurídico 12). .

Por último. la imposición de un concreto modelo de
actas es una estricta actividad de legislación y no de
mera ejecución, sin que tampoco pueda considerarse
como reglamento organizativo. sino que se trata de una
auténtica normativa con alcance material (SSTC
39/1982. fundamento jurídico 7 y 57/1982; 7/1985.
fundamento jurídico 7 y 8).

Por todo lo anterior. el Abogado del Estado solicita
que se dicte Sentencia en que se declare la titularidad
estatal de las competencias controvertidas.

10. A su vez, mediante escrito registrado con fecha
20 de noviembre de 1987. el Abogado del Estado efec­
tuó alegaciones en relación con el conflicto registrado
con el núm. 1.319/87. Dada la estricta conexión del
objeto del conflicto con el de los registrados con los
núms. 1.123/86 y 1.124/86. remitía al escrito de ale­
gaciones entonces formulado. subrayando tan sólo los
extremos siguientes:

Que se han producido diferencias entre el cómputo
realizado por la Comunidad Autónoma y el realizado por
el Estado. lo que demuestra la justificación de la inter­
vención estatal en la materia.

Que en el cómputo autonómico se han incluido los
resultados proclamados en la Resolución del Consejero
de Trabajo. Sanidad y Seguridad Social del Gobierno
Vasco. de fecha 11 de marzo de 1987. referida a los
obtenidos en el ámbito de la Administración Pública.
cuya celebración tuvo lugar sin cobertura legal. con lo
que se refuerza la afirmación anterior sobre la necesaria
intervención del Estado para garantizar la homogeneidad
de criterios.

11. Por providencia de 21 de junio de 1994 se fijó
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el siguiente día 23 del mismo mes y año. fecha en que
dio comienzo la misma que ha finalizado en el día de
hoy.

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto de los presentes conflictos acumulados
se centra. como pone de manifiesto la representación
el Gobierno del Estado. en la titularidad de la compe­
tencia para «proclaman, o computar los resultados de
los procedimientos electorales a representantes de los
trabajadores en el ámbito territorial de la Comunidad
Autónoma promotora. que ésta reivindica para sí. incluso
cuando dichos resultados deban agregarse a los obte­
nidos en el resto del Estado para valorar la represen­
tatividad sindical a este nivel. en tanto que el Estado
la afirma como propia respecto de todos los ámbitos
territoriales. la respuesta a las restantes reivindicaciones
competenciales es. claramente. subsidiaria de la que
haya de darse a esta cuestión principal: asi sucede con
la posibilidad de que la Administración del Estado avance
resultados parciales (art. 13.7 Real Decreto
1.311/1986) o con las reglas sobre forma de las actas
electorales y remisión de las mismas desde la Comunidad
Autónoma a la Administración del Estado (Disposiciones
adicionales primera y segunda del Real Decreto
1.311/1986). que. en la redacción de las normas que
les imponen. son comprensibles sobre la base de una
competencia estatal para el cómputo y proclamación
global de los resultados electorales. Y tanto el Real Decre­
to 1.256/1986 [arto 2.b)) como la Resolución de la Direc-

ción General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Segu­
ridad Social que constituye el objeto del conflicto regis­
trado con el núm. 1.319/87 no son sino concreciones
O manifestaciones de esta competencia descrita. sobre
la que gira la presente controversia.

2. Así centrada la cuestión. conviene precisar que
el conflicto promovido no pierde su objeto por el hecho
de que la normativa electoral haya experimentado un
intenso proceso de reformas por obra de la ley 11/1994.
de 19 de mayo. en el que la proclamación global de
resultados ha desaparecido en los términos en que esta­
ba concebida bajo la redacción inmediatamente anterior
de la ley 8/1980. del Estatuto de los Trabajadores y
a resultas del cual ha sido declarado expresamente dero­
gado uno de los reglamentos en torno a los cuales se
planteó el conflicto. el Real Decreto 1.256/1986 y su
reforma posterior por Real Decreto 953/1990 (Dispo­
siciónderogatoria de I¡¡ley 11/1994).

Ello es así porque el proceso en que se ventilaba
la cuestión no sólo tiene por misíón anular las dispo­
siciones o actos de invasión competencial que ignoren
el diseño establecido al efecto en el Título VIII de la
Constitución. También se trata de tutelar el orden cons­
titucional de competencias incluso cuando la situacipn
de base ha experimentado alteraciones que dan una
dimensión diversa a la reclamación competencial. si las
pretendidas invasiones de competencia se han produ­
cido de forma real y efectiva -esto es, si el conflicto
no pretende meramente resolver una cuestión abstracta
e hipotética- y si la controversia sobre la competencia
permanece pese a la alteración normativa. Centrado el
objeto de este conflicto en la reclamación concreta de
la titularidad de una competencia. como este Tribunal
ha tenido ya ocasión de manifestar. «la función de pre­
servar los ámbitos respectivos de competencia... no pue­
de quedar automáticamente enervada por la modifica­
ción de las disposiciones cuya adopción dio lugar al litigio
cuando aquellos exigen aún. porque así lo demandan
las partes... una decisión jurisdiccional» que constate «si
se verificó o no la extralimitación competencial denun­
ciada «y precisa» su definición constitucional y estatu­
taria (STC 182/1988. fundamento jurídico 1.0

). Esto es.
partiendo de la base del carácter concreto de la recla­
mación competencial. el objeto del proceso permanece
pese a los cambios legislativos. cuando se trate de «una
competencia controvertida» (STC 248/1988. fundamen­
to jurídico 2.0

). Por todo lo anterior, procede pasar a
analizar la cuestión de fondo planteada. .

3. Debe subrayarse. en primer lugar. que ninguna
de las partes en el proceso discute que la competencia·
principal -de proclamación global de los resultado de
las elecciones a representantes de los trabajadores- pue­
de ser materialmente incluida. por su naturaleza. dentro
del ámbito <daboral». Nada puede objetarse a esta afir­
mación común. pues es clara la conexión material de
la proclamación de resultados electorales con estruc­
turas básicas del sistema español de relaciones laborales.
tanto por los sujetos que intervienen en el procedimiento
(sindicatos y trabajadores. especialmente) como por las
consecuencias que puedan extraerse del mismo para
la medición de la representatividad de las organizaciones
sindicales. Ahora bien. es ésta una materia en la que
concurren competencias del Estado y de las Comuni­
dades Autónomas que las hayan asumido. por lo que
se ha de precisar la naturaleza de la facultad contro­
vertida y su encaje dentro del diseño competencial rea­
lizado en el art. 149.1.7 CE

Sostiene la Comunidad recurrente. al respecto. que
la proclamación de resultados electorales globales es
una actividad de ejecución Y. por tanto. debe ser al ampa­
ro de lo previsto en el arto 149.1.7 C.E. y en el arto 12.2
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E.A.P.V.. reconocida la titularidad de la Comunidad cuan­
do el conjunto de procesos electorales a los que aquella
proclamación se refiere no exceda de su ámbito terri­
torial. Partiendo de este panorama normativo. habrá que
convenir en que la actividad de ejecución vinculada al
ámbito laboral comprende el desarrollo del conjunto de
actuaciones preciso para la puesta en práctica de la nor­
mativa regulador", del conjunto del sistema de relaciones
laborales (SSTC 35/1982; 39/1982; 48/1982; 7/1985
ó 17/1986, entre otras). Y es obvio que la proclamación
de resultados electorales. en cuanto no tiene otra vir­
tualidad que la mera constatación del seguimiento de
las diversas opciones presentes en las elecciones, se
limita a aplicar la normativa general.que las regula, resul­
tando la incidencia de esta resolución sobre los derechos
e intereses de los sujetos afectados una consecuencia
de la norma, más que una actividad de innovación del
ordenamiento, que tuvo lugar antes, en el momento en
que se reguló el proceso electoral y'las formas de cóm­
puto de sus resultados. Esto obliga a concluir que la
referida actividad ha de incardinarse dentro del título
material de uejecución» de la normativa laboral a que
hace referencia el arto 1'49.1.7 C.E.

4. Sentado lo anterior, la representación del Estado
fundamenta. en primer lugar, la competencia atribuida
por las normas cuestionadas en el arto 149.1.1 C.E., que
autorizaría al Estado a ejecutar su propia legislación ante
la necesidad de garantizar que los derechos. fundamen­
tales -en este caso, la libertad sindical- sean disfrutados
de forma homogénea en todo el territorio nacional. Para
evaluar este argumento, conviene precisar el alcance
de este precepto constitucional y su impacto sobre el
reparto competencial establecido en el propio apartado
1 de la regla primera del arto 149 C.E.

En efecto, los derechos fundamentales, en cuanto
proyecciones de núcleos esenciales de la dignidad de
la persona (art. 10.1 C.E.), se erigen en los fundamentos
del propio Estado democrático de Derecho (art. 1 C.E.)
que no pueden ser menoscabados en ningún punto del
territorio nacional. asignándole al Estado la Constitución
la función de regular las condiciones básicas que garan­
ticen la igualdad en su ejercicio (SSTC 37/1981 ó
76/1983, entre otras). Pero esta función, que no se dis­
cute, no puede ser entendida de tal manera que vacíe
de contenido las competencias que las Comunidades
Autónomas asuman al amparo del arto 149 C.E. y de
sus propios Estatutos de Autonomía, que han de ser
respetadas en sus propios términos. De esta forma, la
función que al Estado encomienda el art. 149.1.1 C.E.
ha de desarrollarse sin desconocer el régimen compe­
tencial diseñado en el resto del precepto y en los Esta­
tutos de Alltonomía, y sin que el Estado pueda asumir
funciones que, más que garantizar condiciones básicas
de igualdad de derechos, ampararían la infracción del
orden constitucional de competencias.

En este marco, si bien los resultados de los procesos
electorales pueden incidir de forma notoria en el régimen
jurídico sindical. en cuanto de aquéllos depende la asun­
ción por los sindicatos de la singular posición jurídica
que lleva aparejada dicha calificación (arts. 6 y 7 Ley
Orgánica 11/1985, STC 98/1985), centrando el análisis
en la competencia controvertida. la mera proclamación
de resultados es un acto de declaración del alcance de
éstos, que en sí no atribuye o priva de derechos, ni altera
el disfrute de éstos más allá del régimen de la repre­
sentatividad Sindical; esto es, la garantía básica de la
igualdad Gn 01 ejercicio del derecho fundamental de liber­
tad sindical ya se ha establecido en el marco de la legis­
lación que lo 'egula, siendo la proclamación de resul­
tados un mero acto de aplicación de una normativa diver­
sa -la que regula los procesos electorales- que no intro-

duce otras divergencias de régimen entre los sindicatos
que las expresamente autorizadas por la ley, a la que.
en última instancia. han de imputarse las diferencias de
trato que puedan establecerse. Por esta razón. no es
el arto 149.1.1 C.E. el que pueda amparar la competencia
que al Estado atribuyen las normas en torno a las cuales
gira el conflicto.

y tampoco ampara la asunción por el Estado de la
competencia controvertida el ejercicio de las funciones
de ualta inspección» que en esta materia le reconoce
el propio EAP.v. (art. 12.2). Como este Tribunal ha teni­
do ya ocasión de afirmar. la noción de ualta inspección»
no puede perfilarse genéricamente. haciendo abstrac­
ción de la naturaleza de las actividades sobre las que
ha de proyectarse. Pero, en cualquier caso. y como prin­
cipio interpretativo básico uno pueden vaciarse, so pre­
texto de la alta inspección, las competencias transfe­
ridas» (STC 6/1982, fundamento jurídico 3; 18/1982,
fundamento jurídico 6; 35/1982 ó 48/1982, entre
otras). A la vista de lo dicho hasta ahora, ha de concluirse
que esto seria lo que habría de suceder en el caso. puesto
que. al amparo de esta'genérica noción y sin matiz o
condicionamiento alguno. inspección o control se han
hecho equivaler indebidamente a asunción directa y
exclusiva por el Estado de una competencia de ejecución
que incumbiria desarrollar a la Comunidad Autónoma.

En consecuencia. procede declarar la titularidad de
la competencia de la Comunidad Autónoma del Pais Vas­
co para la proclamación de los resultados de los procesos
electorales a que se contrae el presente conflicto. en
tanto éstos se desarrollen en el ámbito territorial de la
Comunidad. sin que los preceptos impugnados [arto 2
b) del Real Decreto 1.256/1986 y 13, apartados 6 y
7. del Real Decreto 1.311/1986] resulten de aplicación
en la Comunidad en cuanto sean entendidos como reco­
nocedores de la (;ompetencia del Estado para proclamar
los resultados de procesos electorales que se han
desarrollado en el ámbito territorial de la Comunidad.
Asimismo. y en cuanto constituye una manifestación con­
creta de la invasión competencial denunciada. hemos
de declarar que la Resolución de la Dirección General
de Trabajo de 5 de junio de 1987 ha infringido el orden
constitucional de competencias. en lo que atañe a la
proclamación global de resultados electorales en la
Comunidad Autónoma del País Vasco.

Todo ello sin perjuicio de la competencia que al Esta­
do pueda corresponderle para proclamar los resultados
globales de las elecciones a representantes de los tra­
bajadores en ámbitos superiores a los de la Comunidad
Autónoma. Una competencia que ha de cohonestarse
con la reconocida a la Comunidad promotora del con­
flicto, de tal suerte que el Estado, para cumplir su función
específica, ha de tomar necesariamente' en considera­
ción el cómputo efectuado por aquélla en su ámbito
territorial específico. La competencia estatal, pues. no
ampara la posibilidad de un doble cómputo o de un
cómputo paralelo en que el Estado pueda reiterar -res­
pecto del ámbito concreto de la Comunidad, como seg­
mento del conjunto al que se refiere la proclamación
que aquél pueda efectuar- el realizado por la Comunidad
Autónoma. aunque para ello se haga precisa la más estre­
cha cooperación entre las instancias administrativas de
uno y otra a fin de que puedan las estatales cumplir
los objetivos que legalmente les fueron asignados.

5. Como ye se anticipó. las restantes vertientes del
conflicto dependen en buena parte. para su resolución.
de la respuesla que se ha dado a la cuestión principal
en los anteriores apartados de esta Sentencia.

Sostiene la Comunidad Autónoma del País Vasco que
invaden su ámbito competenciallas normas que le impo­
nen la obligación de remitir copias auténticas de las actas
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electorales a la Administración del Estado (Disposición
adicional primera del Real Decreto 1.311/1986) y que
establecen modelos homogéneos para dichas actas (Dis­
posición adicional segunda del Real Decreto
1.311/1986). En la medida en que se ha declarado que
la éompetencia de proclamación de resultados en su
ámbito territorial corresponde a la Comunidad Autóno­
ma, y que debe ser respetada incluso cuando el Estado
cumpla la suya de proclamar resultad(}S de procesos
electorales que excedan del ámbito territorial de aquélla, ~
es obvio que las obligaciones de remisión de las actas
pueden exceder de la cooperación siempre necesaria
en supuestos de competencias parcialmente COncurren­
tes. En efecto, de la interpretación conjunta del art 75.7
ET Y de la Disposición adicional octava de la Ley
32/1984, se deduce con toda claridad que la obligación
impuesta a la Comunidad está destinada al cumplimiento
de lo dispuesto «en el art. 75.7 de esta Ley», que -en
su redacción anterior a la Ley 11/1994- atribuía allMAC
el reconocimiento de los resultados electorales en todos
los ámbitos. con los efectos de concentración de esta
competencia en la Administración estatal que se dedu­
cirían de la normativa reglamentaria posterior en la que
ahora se centra la reivindicación competenciaL Siendo
así que la obligación de entrega de actas no tiene otra
finalidad que facilitar el cómputo y proclamación de resul­
tados por el Estado, con independencia del efectuado
por la Comunidad cuya competencia se ha reconocido
en los términos que se desprenden de los fundamentos
jurídicos anteriores de esta resolución, habrá que con­
cluir, igualmente, en la declaración que la norma que
impone la referida obligación (Disposición adicional pri­
mera del Real Decreto 1.311/1986) no resulta de apli­
cación en el ámbito de la Comunidad Autónoma del
País Vasco.

En términos similares cabe concluir en relación con
la norma (Disposición adicional segunda del Real Decreto
1.311/1986i que impone modelos ur·,tormes de actas
de consignación de resultados en los términos en que
figuran en el anexo al Real Decreto 1.3 'j 1/1986. Cier­
tamente la proclamación de resultadas globales a escala
superior al territorio de una Comunidad Autónoma
requiere la agregación de los obtenidos en cada una
de las Comunidades que han asumidc ,:ompetencias en
la materia, y se hace necesario elabOi ar directrices uni­
tarias para la formalización y cómputo de los procesos
electorales cuyos resultados han de agregarse. Pero,
siendo ésto cierto, también lo es que esa finalidad no
impone, como medida imprescindible para su efectivi­
dad. la uniformidad de modelos de actas, cuya confec­
ción. respetando las directrices homogéneas que COrres­
ponde determinar a la ley, es una típica actividad de
ejecución que el Estado no puede asumir por su carácter
desproporcionado en relación con la finalidad perse­
guida.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el T,ibunal Cons­
tituCIonal. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFr[fl< LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Declarar que las competencias controvertidas corres­
ponden a la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Publíquese esta Sentencia en el "So!etín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintiocho de junio de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Fener.-Luis López Guerra.-Fernando Garela-Mon

y González-RegueraL-Carlos de la Vega Benayas.-Eu­
genio Díaz Eimil.-Vicente Gimeno Sendra.-José Gabal­
dón López.-Rafael de Mendizábal Allende.-Julio Diego
González Campos.-Pedro Cruz Villalón.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

17501 Pleno. Sentencia 195/1994. de 28 de junio
de 1994. Cuestiones de inconstituciona­
lidad 2.664/1992 y 2.871/1992 (acumula­
das). En relación con los arts. 111.3 y 128.5
de la Ley General Tributaria (Ley 230/1963.
de 28 de diciembre) en la redacción dada a
los mismos por la Ley de Presupuestos Gene­
rales del Estado para 1992 (Ley 31/1991.
de 30 de diciembre). por su pretendida con­
tradicción de los arts. í 8. apartados 1 y 4,
y 134 CE Votos particulares.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presidente;
don Luis López Guerra. don Fernando Garela-Mon y Gon­
zález-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don Euge­
nio Díaz Eimil. don Vicente Gimeno Sendra. don José
Gabaldón López, don Rafael de Mendizábal Allende, don
Julio Diego González Campos, don Pedro Cruz Villalón
y don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En las cuestiones de inconstitucionalidad núms.
2.664/92 y 2.871/92. acumuladas. promovidas por la
Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo. Sección
Segunda. del Tribunal Supremo. en relación con la
supuesta inconstitucionalidad de los alts. 111.3 y 128.5
de la Ley General Tributaria (Ley 230/1963, de 28 de
diciembre) en la redacción dada a los mismos por la
Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1992
(Ley 31/1991. de 30 de diciembre), por su pretendida
contradicción de los arts. 18. apartados 1 y 4. Y 134
CE Ha comparecido el Gobierno de la Nación, repre­
sentado por el Abogado del Estado. y el Fiscal General
del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado don Caries
Viver Pi-Sunyer. quien expresa el parecer del Tribunal.

l. Antecedentes

1. El 6 de noviembre de 1992. tuvo entrada en este
Tribunal una cuestión de inconstitucionalidad (registrada
con el núm. 2.664/92) promovida por la Sala Tercera
de lo Contencioso-Administrativo. Sección Segunda, del
Tribunal Sup'emo. en relación con los arts. 111.3 y
128.5 de la Ley General Tributaria en la redacción que
les da la Ley de Presupuestos Generales del Estado para
1992. por su supuesta contradicción con los arts. 18.
apartados 1 y 4. y 134 e.E.

la cuestión se suscitó en un proceso contencioso-ad­
ministrativo iniciado en virtud del recurso interpuesto
por la Asociación Española de Banca Privada frente a
diversos preceplos del Real Decreto 1.684/1990. de
20 de diciembre. por el que se aprobó el Reglamento
General de Recaudación [arts. 113.5, 118.1. 120.2,
120.3 a), 120.5, inciso final. 121.1 a)]. Los rnencipnados
preceptos. que la entidad actora entendía no eran con­
formes a Derecho. se refieren a los requerimientos de
información por la Administración Tributaria y aí embar-


